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1.        Norma acusada
LEY 1098 DE 2006
(Noviembre 8)
Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia 
Artículo 68. REQUISITOS PARA ADOPTAR. Podrá adoptar quien, siendo capaz, haya cumplido 25 años de edad, tenga al menos 15 años más que el adoptable, y garantice idoneidad física, mental, moral y social suficiente para suministrar una familia adecuada y estable al niño, niña o adolescente. Estas mismas calidades se exigirán a quienes adopten conjuntamente. Podrán adoptar:
1. Las personas solteras.
2. Los cónyuges conjuntamente.
3. Conjuntamente los compañeros permanentes, que demuestren una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años. Este término se contará a partir de la sentencia de divorcio, si con respecto a quienes conforman la pareja o a uno de ellos, hubiera estado vigente un vínculo matrimonial anterior.
4. El guardador al pupilo o ex pupilo una vez aprobadas las cuentas de su administración.
5. El cónyuge o compañero permanente, al hijo del cónyuge o compañero, que demuestre una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años.
Esta norma no se aplicará en cuanto a la edad en el caso de adopción por parte del cónyuge o compañero permanente respecto del hijo de su cónyuge o compañero permanente o de un pariente dentro del tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.
Parágrafo 1.- La existencia de hijos no es obstáculo para la adopción.
Parágrafo 2.- Si el niño, niña o adolescente tuviere bienes, la adopción se hará con las formalidades exigidas para los guardadores.
 
2.        Decisión
INHIBIRSE para proferir un pronunciamiento de fondo sobre la constitucionalidad de la expresión “moral”, contenida en el artículo 68 de la Ley 1098 de 2006, por ineptitud sustantiva de la demanda.
 
3.        Síntesis de los fundamentos de la decisión   
En el presente caso, los demandantes acusan el vocablo moral que hace parte del artículo 68 de la Ley 1098 de 2006, porque consideran que, tal como fue interpretado en la sentencia C-814 de 2001- en la que se analizo la constitucionalidad de los artículos 89 y 90 del anterior Código del Menor- desconoce los artículos 42 y 44 de la Constitución y varias instrumentos del bloque de constitucionalidad sobre los derechos a la igualdad, a la familia y a la protección del interés superior del niño. A juicio de los demandantes, la idoneidad moral que exige el precepto demandado para adoptar de la mano de la sentencia C-874 de 2001, no es compatible con el “modelo de vida homosexual” de modo que por esta razón, las parejas del mismo sexo no cumplen el requisito de idoneidad moral y no pueden adoptar un hijo. 
La Corte reitero que el examen de constitucionalidad requiere que la acusación recaiga de manera cierta, sobre un precepto legal del cual se extrae la regla que al compararse con la Constitución puede resultar contraria al ordenamiento superior, esto es, que el cuestionamiento formulado debe predicarse directamente de la disposición atacada. En este sentido, el cargo de constitucionalidad cumple con el requisito de certeza, cuando la acusación que formula el demandante recae sobre una norma jurídica o un precepto legal que “tiene un contenido verificable a partir de la interpretación de su propio texto” y cuando las razones de inconstitucionalidad se predican del texto normativo acusado.
La Corte encontró que se trata de una interpretación subjetiva de los actores, toda vez que ni del texto del artículo 68 de la Ley 1098, ni de la sentencia C-814/01 es posible deducir tal exegesis. Indicó que en este fallo se considero que la incorporación legal de criterios morales para definir situaciones jurídicas resulta ajustada al ordenamiento constitucional, en razón de que no supone acoger una concepción moral particular, sino que hace referencia a la noción de “moral social” o “moral pública”.
Para sustentar la ineptitud de la demanda, la Sala estimó, en primer lugar, que la pretensión del actor encaminada a la interpretación de la Sentencia C-814 de 2001, en la que se analizó esta misma expresión, antes contenida en el artículo 89 del Código del Menor, no resulta admisible por cuanto dentro de las atribuciones de la Corte Constitucional no está la de examinar la constitucionalidad de sus propias providencias. Además, la acción pública de inconstitucionalidad no procede para solicitar ni la modificación ni la aclaración de sentencias de control de constitucionalidad. En este orden de ideas, reiteró que el artículo 241 superior le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, para lo cual fija a continuación sus funciones y competencias. A partir de esta disposición, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la Corte Constitucional solamente es competente para examinar la constitucionalidad de disposiciones con rango de ley. 
Por último, la Sala concluyó que las pretensiones de los demandantes –que se permita la adopción por parejas del mismo sexo- no guardan relación con el precepto demandado. En criterio de la Corporación, las pretensiones versan sobre otras expresiones y preceptos diferentes no censurados en esta oportunidad, lo cual confirma la falta de certeza de los cargos.
4.        Aclaración de voto
La magistrada María Victoria Calle Correa se reservó la eventualidad de presentar una aclaración de voto, en relación con algunas de las consideraciones que sustentan la inhibición.
